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1. INTTKXWCCI6N 

1. El r&imen de propiedad de las minas en nuestro psis es y  ha sido 
una excepci6n al tratamiento ordinario que sobre los demh bienes ha estable- 
cido el legislador. 

Desde luego, numerosos e indesmentibles argumentos han llevado a que 
este haya otorgado, invariablemente a lo largo de nuestra historia, la propiedad 
de las minas (o yacimientos) al Estado, a quien se ha considerado como el ti- 
tular más adecuado para tal derecho. 

Sin perjuicio de lo anterior, el legislador ha reconocido asimismo a los par- 
ticulares una especial manera de acceder a la actividad minera, por ser ellos 
los principales motores de su desarrollo. Esta es la ‘concesi6n” que el Estado 
les otorga, y  que se denomina de igual manera “pertenencia” o “propiedad mi- 
nera”. 

Asf las cosas, el asunto que por antonomasia le corresponde abordar al de- 
recho de mineria es la conjugación del dominio estatal sobre las minas con las 

justificadas pretensiones de los particulares por participar en el area. 

Sea cual fuere el sistema de propiedad adoptado por el legislador, esto es, 
que al concesionario minero se le considere dueño de la mina (adquirida del 
Estado) o de solo los productos que de ella extraiga, lo cierto es que dicha 
“‘conceG5n” goza de características peculiares que la distinguen de los demás 
derechos. 

Una de las características mas propias y  principales de la concesión es su 
“condicionalidad”, consistente en que Rsta se encuentra sujeta al cumplimiento 
de condiciones específicas, de caracter resolutorio, y  que extinguen el derecho 
del minero en el evento de cumplirse. 

La determinación de la forma y  naturaleza de esta condición resolutoria ha 

conformado lo que en nuestro pafs, con acepcion especial en el diccionario, se 

ha denominado sistema de amparo. 

Una pertenencia se encontrará “amparada” mientras su titular cumpla con 

las exigencias impuestas en la ley y, por el contrario, estará “desamparada” 
cuando la condición resolutoria opere, producto de no haberse cumplido las 
mismas. El “desamparo” de una mina variara, por lo tanto, según el sistema 

de amparo que se haya establecido, sin perjuicio de lo cual en todos ellos la 

consecuencia será k misma: la caducidad 

“Ella consiste -al decir de Arturo Mark en una forma de extinguir el 
dominio que está preestablecida por el legislador, o sea, que es una amenaza 



236 REVISTA CHILENA DE DERECHO [Val. 15 

que existe antes o al momento de adquirirse el derecho porque est8 incorporada 
al titulo adquisitivo por causas originarias” l. 

Puede decirse, entonces, que amparo y  caducidad no son más que caras 
de una misma medalla. 

2. En cuanto a los sistemas de amparo, se ha dicho que éstos se reducen 
básicamente a dos: el sistema de amparo por el trabajo y  el sistema de amparo 
por canon o patente anual. De la combinadbn de ambos surge el sistema mixto, 
como asi también del sistema por el trabajo derivan diversas variedades (por 
número de trabajadores, por inversión mínima, por prcducción mínima, etc). 

La ímplementacibn de uno u otro depender6 exdusivamente de cu&l sea 
el interb jurídico que pretenda asegurarse con mayor relevancia en un mo- 
mento determinado. Si al legislador le interesa por sobre todo otorgar seguridad 
juridica al minero o inversionista, establecerá un sistema de amparo basado en 
el pago de una patente o canon. Si, por el contrario, su interb se centra en la 
efectiva explotación de los yacimientos mineros, implantara un sistema de am- 
paro basado en el trabajo, o en alguna de sos variantes. De esta suerte es fácil 
concluir que la instauración de cualesquiera de los sistemas de amparo señala- 
dos conlleva el detrimento, en alguna medida, de uno u otro interés juridico. 
‘Todos los sistemas de amparo -señala Juan Luis Ossa- imponen condiciones 
en alguna medida arbitrarias, no obstante que unos lo sean menos que otros” 2. 

“Por un lado se tiene el prop6sito y, más que eso, la deciAn de proteger 
al minero y, por otro, estA el propósito de dar a las instituciones de la mine& 
la celeridad y  el estimulo que precisan para el desarrollo efectivo de esta 
importante y fundamental industria de Chile”. “Ambas posiciones tienen muy 
buenos fundamentos, pero ambas tambikn son peligrosas” s. 

3. Con la dictación de la Constitución Política de 1980, los conceptos 
antes sektlados se plasmaron definitivamente al más alto nivel, indicándose, 
en el art. 19 Nc 24, inc. 79 que “La concesi6n minera obliga al dueño a desa- 
rrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su 
otorgamiento. Su rQimen de amparo -señala- será establecido por dicha ley 
(Orgtica Constitucional), tenderá directa o indirectamente a obtener el’ cum- 
plimiento de esa obligación y  contemplará causales de caducidad o de simple 
extinción del dominio sobre la conces&. En todo caso, dichas causales y  sus 
efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión”. 

Asf, el constituyente encomendó al legislador la determinacibn de los siste- 
mas de amparo de la propiedad minera, otorgándole la más amplia facultad 
para decidir entre uno LI otro. 

En cumplimiento de tal mandato se dictó con fecha 21 de enero de 1982 
la Ley Orgánica Constitucional sobre concesiones mineras NP 18.097, la que en 
su art. 12 y  siguientes establece derechamente el sistema de amparo por patente 
anual, continuando de ate modo una tradicih legislativa que data desde 1888. 

Con posterioridad, el código de Minería vino a determinar la forma y  el 
monto de la patente así establecida, por expreso mandato y  remisión de la 
Ley orgtica. 

1 Arturo MAR& V. “Propiedad Minera: Pasado y  Presente”, Revista Centro de 
Estudios Públicos, NP 16, año 1984, pbgina 180. 

2 Juan Luis Ossa Bw, s&6o 180, Comisión Constituyente, pág. 21. 
3 Jorge OVALLE QUIRCXZ, Comis& Constituyente, sesión 181, tig. 13. 
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La consagraci6n legislativa inclin6 de este modo definitivamente la balan- 
za en favor de la “seguridad juridica” del minero, en este ya tradicional conflicto 
de intereses públicos y privados. 

4. Sin desconocer en modo alguno el éxito alcanzado en el desarrollo del 
objetivo antedicho, el presente trabajo pretende demostrar que el sistema adop- 
tado no se ajusta al mandato constitucional y que, por demasía, presenta reparos 
de Índole conceptual y pnktico que hacen aconsejable su modificacibn. 

En el desarrollo del presente informe se tratan tres diferentes aspectos. 
En primer lugar se realiza un estudio acerca de las consideraciones de hecho 
y de derecho que tuvo presente el legislador al establecer el actual sistema de 
amparo basado en la patente. 

En segundo término, se realiza un anklisis critico del mismo, tanto desde 
un punto de vista estrictamente juridico como tambi6n conceptual y prktico. 

Finalmente, se intenta enunciar ciertas ideas que pudieran servir en el 
futuro como base de una modificaci6n de la actual legislación. 

II. FUNDAMENTOS DEL SISTEMA DE AMPARO VIGENTE 

5. El sistema de amparo actualmente vigente en nuestra legislación consiste 
-como se dijo- en el pago anual y anticipado de una patente a beneficio fiscal, 
cuya forma y monto est8 determinado por el código de Minería (art. 12, 
Ley 18.097). 

A pesar que para ciertos autores el sistema adoptado es de aquellos que 
hemos denominado “mixtos”, por el hecho que lo pagado por patente en una 
concesión de explotación se puede deducir del impuesto a la renta respectivo, 
lo cierto es que su naturaleza corresponde -en nuestro concepto- ~610 a una 
variante del sistema puro de amparo por patente. Esto porque la deducción 
antedicha ~610 incentiva de manera más intensa, pero en la misma forma “indi- 
recta” que lo hace la aplicación pura y simple del canon o patente, sin exigir 
en modo alguno otra “actividad” que no sea aqu.&. 

Variadas razones indujeron al legislador a consagrar este sistema por sobre 
uno basado en el trabajo o sus variantes, y aún, sobre uno mixto. 

Intentaremos describir y analizar someramente estas razones, a saber: 
i) En primer lugar, la Ley Orgánica Constitucional fundó su decisión en 

la facultad que para ello le otorgó la Constitución Política, facultad amplia en lo 
que se refiere al establecimiento del sistema de amparo, limitada ~510 en cuanto 
debe tender directa o indirectamente a que el titular de la concesión desarrolle 
la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otor- 
gamiento. 

Al análisis gramatical del, art. 19 N* 24, inc. s6ptim0, debe sumarse -sos- 
tienen- la historia fidedigna del establecimiento de las normas constitucionales. 

En el seno de la comisión constituyente se dejó expresa constancia -obser- 
van los defensores del actual sistema- que “las palabras ‘dire&a’ o ‘indirecta- 
monte’ se justifican por el problema de la patente, pues 6sta tiende, directa o 
indirectamente, a asegurar la funci6n social”‘. 

Señalaba el comisionado Sr. Ruiz: “La patente -y de ello quiero dejar 
expreso testimtio- es un sistema que, indirectamente, tiende a esa actividad. 
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Lo que se quiere sigaifiiar es una cosa: no es Ucito el ‘no hacer’ en este tipa 
de propiedad. Es decir, puede que el dueño en algunas circunstancias es& 
obligado a ‘no hacer’, pero lo ideal es que ‘haga’, que trate de desarrollar 
la actividad’ s. 

“‘El señor Ortúzar (Presidente) señaala que no cabe duda alguna que el 
legislador podrfi establaer la patente, ya que constituye una de las formas 
de asegurar el cumplimiento de esa funcibn”e. 

En consecuencia, parece 16gico y congruente que el legislador, teniendo 
amplia facultad para establecer el sistema de amparo de la propiedad minera, 
optara por la instauraci6n del que, a su juicio, reuniera las mayores ventajas. 

ii) La segunda razón que Ilev6 al legislador a optar por el sistema vi- 
gente es de orden histórico. 

Desde las Ordenanzas de nueva Espaiía hasta el código de 1874, inclusive, 
se aplic6 en nuestro país un sistema de amparo por el trabajo basado en la 
ocupaci6n de un número mínimo de obreros durante un tiempo determinado 
en el año. 

Este sistema fue duramente criticado por la inestabilidad e incertidumbre 
que llevó a la minería, pues su estructura se prestaba para originar múltiples 
dificultades. 

“La seguridad en la inversión no podla existir ya que el corolario de tal 
sistema era el gran número de pleitos, muchas veces fundados en hechos falsos, 
por las que se pretendía obtener la caducidad de la propiedad arguyendo ‘deî 
pueble’, o sea, falta de trabajo del número mínimo de obreros y por el tiempo 
que fijaba la ley, todo lo que se probaba por testigos, por el medio en que 
hay menos certidumbre para el establecimiento de la verdad” 7. 

Como reac&n al sistema por el trabajo se instauró el sistema de amparo 
por la patente, el cual ha venido rigiendo desde 1888. 

“El cambio de sistema -el de amparo por el trabajo por el de amparo por 
la patente- se debió justamente. . . a la inseguridad que se produjo respecto 
del cumplimiento de las obligaciones de amparo por el trabajo” s. 

El legislador -en consecuencia- no hizo más que recoger una txadicibn 
centenaria en nuestra legisla&n, estableciendo un sistema de amparo por pa- 
tente, que si bien no es exactamente igual al sistema aplicado en dicho periodo, 
conserv6 sus lineas generales. 

En general, el sistema de amparo por el trabajo es considerada una situa- 
ción “superada” hace muchos años. 

iii) En tercer lugar, la instauración legislativa del sistema de amparo 
obedece a lo que se estima una razón 16gica: ‘Se ha resuelto asi la discusión 
acerca de la mejor forma de optimizar el desarrollo del sector minero. En pri- 
mer lugar, se descarta el amparo denominado ‘por el trabajo’, ya que implica 
imponer reglamentos de difícil determinación y control t&mico, que importa- 
rían señalar idealmente particukidades para cada concesionario y para todas 
las variables en que éste se encuentre. Además, no se considera conveniente 
este sistema, ya que no satisface el interk público al obligar a mantener cons- 

8 Carlos Rmz EKwwxo~s, Chmisión Gmstituyente, stibn 181, phg. 3. 
* Comisibn Constituyente, sedn 182, pág. 4. 
7 Julio Rvrz B~~FGE~I~, “Instituciones de Derecho de Mineria Chileno”, Fdito- 

rial Naseimento, 1942, Santiago, Tomo 1, pág. 370. 
* Samuel Lnu Ov.4n.q Comisión Constituyente, sesión 181, phg. 6. 
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tantemente en operación un yacimiento, incluso en circunstancias econbmicas 
desfavorables”. 

“Por último, el amparo por trabajo casi ineludiblemente implica un grado 
de discrecionahdad administrativa, lo que provoca inseguridad al concesionario, 
campo para la politización y, en general, posibilita que se incurra en irregnlari- 
dades por parte de los funcionarios”a. 

Del parrafo transcrito, se colige que estas razones de orden 16gico se re- 
ducen a las siguientes: 
a) Subjetividad de las condiciones impuestas en un sistema de amparo por el 

trabajo: el estabkmiento de cualquier exigencia que implique explota- 
ción efectiva involucrarfa ineludiblemente -se estima- una apreciación 
subjetiva de su cumplimiento e incumplimiento. 

Así, deberia calificarse si los trabajadores hicieron trabajos efectivamente 
conducentes al laboreo de la mina o no lo hicieron; si determinadas desti- 
naciones de capital son o no inversibn; o si la producción mínima corres- 
ponde o no a las caracteristicas propias de cada mina, para dar algunos 
ejemplos. 

Frente a lo anterior, el sistema de patente se presenta como un mecanis- 
mo objetivo y fácil de verificar, que consagra definitivamente el anhelo 
legislativo de otorgar “seguridad jurídica” al minero. 
“La verdad es que nuestra legislacibn minera establece el regimen de am- 
paro por el pago de una patente, porque es un sistema muy simple de 
cumplir” sa. 

b) Ineficacia del sistema de amparo por el trabajo para satisfacer el interés 
público. 

Aun cuando la doctrina ha atribuido a este sistema casi con exclusividad 
la capacidad para cumplir con el interés de la colectividad de que se ex 
ploten las minas, el legislador estimó que -por el conhario- el amparo por 
el trabajo deprimia tal objetivo. 

En primer lugar -se asegura- la inestabilidad originada por un sistema 
de esta naturaleza produce un desincentivo para la actividad minera, lo 
que significa ineludiblemente un perjuicio para la nación toda, en especial 
en paises subdesarrollados como el nuestro. 

Por otra parte, se estima que un sistema de amparo que obligue a su 

titular a desarrollar actividades de explotacibn en circunstancias económi- 
cas desfavorables lesiona, igualmente, el interés público que legítimamente 
se tiene en el Qrea 

c) Discrecionalidad administrativa inherente al sistema de amparo por tra- 
bajo: 

Se estimó que, siendo las condiciones de amparo por trabajo de carác- 
ter subjetivo, inevitablemente ello conllevaba una injerencia de la admi- 
nistración en el proceso de calificaci6n de cumplimiento o incumplimiento 
de las mismas. 
Corrobora esta impresión la experiencia histórica obtenida con ocasión de 

la existeucia de las concesiones carbonfferas. Este tipo de concesiones se otorga- 

9 informe t&mko de fa ley orgtica constitncfonal sobre concesiones mineras, ela- 
borado por el entonces IvUnkhn de Mineria don Jos6 Pn5xrw E-QUE, capitulo 3, 
pkrafo 3.5.1., publicado por Editorial Jnrídica de Chile, año 1987, &gs. 82 y 33. 

lo Samuel Lm4 Ovm, ComM6n Constituyente, sesi6n 181, jg. 6. 
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han en el Ctigo anterior por medio del Presidente de la República y  en la ex- 
tensión conveniente, a los interesados que tuvieran recursos para el desarrollo 
adecuado de la concesión respectiva. SU amparo estaba basado en el trabajo 
efectivo de los yacimientos. 

Si bien es cierto la intención del legislador fue facilitar la forma de consti- 
tución de la concesi6n carbonífera, la decadencia en el uso del carbón produjo 
correlativamente el desuso de las disposiciones legales que la reglamentaban. 
Lo anterior, añadido al hecho que el SeMcio de Minas del Estado no pudo 
cumplir las atribuciones que le fueron conferidas, produjo que la discrecionali- 
dad del Estado se transformara en una “verdadera pantomima” ll, en una farsa 
en la cual la concesión se otorgaba mediante argucias que eran del conocimien- 
to público. 

Por tal razbn, el informe tknico de la Ley Orgánica Constitucional señaló, 
que el amparo por el trabajo provoca inseguridad al concesionario, campo para 
la politización y  que, en general, posibilita que se incurra en irregularidades por 
parte de los funcionarios. 

iv) Por Uirno, suele señalarse que la implementación del sistema de am- 
paro actual sigue la legislacibn comparada que al respecto existe en los demás 
países latinoamericanos. 

Asl, ei art. 269 del Código de Minería argentino establece: ‘Zas minas 
son concedidas a los particulares mediante un canon anual por pertenencia que 
ser4 fijado pwiódicamente por ley nacional y  que el concesionario abonarA al 
Gobierno de la Nación o de las Provincias. .“. 

Las legislaciones boliviana y  colombiana contemplan asimismo el amparo por 
la patente. 

De esta suerte, el legislador chileno no quiso separarse de la doctrina 
imperante en estos países, estableciendo en definitiva un sistema similar. 

0. Los argumentos expuestos en el número anterior no ~510 llevaron al 
legislador a establecer un sistema de amparo por la patente en la Ley Orgánica 
Constitucional, sino que, ademAs, lo indujeron a rechazar cualquier modalidad 
que, siquiera remotamente, se asemejara a un sistema basado en el trabajo, o 
aún a uno Wxto”. 

Asi, al discutirse en la Comisión Conjunta, encargada de la elaboración del 
nuevo código de Minería, la posibilidad de aplicar una patente progresiva se 
estableció que ‘el sistema lleva a una especie de amparo por el trabajo, pues 
el aumento del monto esta en función de una inexplotación, controlada por un 
funcionario que será en definitiva quien fije el valor de la patente cun criterio 
sub:etivo” B. 

Tal es el absoluto rechazo del legislador al sistema basado en el trabajo, 
considerado conceptualmente como un mecanismo de suyo desincentivador de 
la minería. 

Esta apreciac& se enmarca dentro del esquema de economfa social de 
marcado que alumbra tanto a la Ley Orgánica Constihmional como al Código 
de Mine&, y  cuya principal finalidad es obtener un desarrollo acelerado de los 
recmws mineros, para lo cual se consagra la actividad privada como principal 
motor. 

ll Samuel LRIA Ov-, sesión 180, Comisi6n Constihymte, p8g. 11. 
u Samuel LJBA ~VALLE, Actas Comisión Conjunta del Código de Mine&, sesi6n 

del dfa 13 de julio de 1983, pág. 118. 
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7. La pohtica minera implementada por el legislador en orden a otorgar 
seguridad juridica al inversionista o minero se ha logrado -indudablemente- 
durante el curso de su aplicación. 

Ello no significa, sin embargo, que sn estructura sea inobjetable y, mucho 
menos, que las críticas que a ella se le hagan persigan anular el positivo efecto 
logrado. 

Se ha dicho que todos los sistemas de amparo imponen condiciones que 
en alguna medida son arbitrarias, ya que, como se explic6, la consagmcibn del 
bien “seguridad jurídica” lleva casi indefectiblemente el detrimento del bien 
“explotación efectiva de los yacimientos mineros”. 

La labor del legislador debe ser, en consecuencia, el establecer los meca- 
nismos jurklicos que permitan disminuir al mínimo posible estas arbitrariedades, 
conjugando de manera armónica estos dos bienes jmídicos descritos, siempre 
conservando el más absoluto apego al mandato constitucional. 

En ese orden de ideas, creemos que el sistema establecido por la Ley 18.097 
Orgánica Constitucional sobre concesiones mineras adolece de errores jurídicos 
y conceptuales cuya proyecci6n lleva a elevar en tal medida ~510 uno de los 
bienes jurfdicos ya señalados, que el interes correlativo contrario practicamente 
se anula, independientemente si tal hecho ha ocurrido en la actualidad. 

8. Los principales reparos de orden jnridico en que esta legislación in- 
curre son, en nuestro concepto, los siguientes: 

i) En primer lugar, es necesario destacar que del texto de la Constitn- 
rión se colige indubitablemente la conclusi6n qne ningún sistema de amparo 
ha sido excluido del espectro de posibilidades legislativas. 

En efecto, la Constitucibn en su art. 19 Na 24 señala que corresponde a ley 
el establecimiento del sistema de amparo de la propiedad minera, sistema que 
pu& tender en forma directa o indirecta al cumplimiento de la obligación 
del concesionario de desarrollar la “actividad necesaria”. 

Por lo demAs, de tal proposito se dejó expresa constancia en las actas de 
la Comisión Constituyente. 

“Debe dejarse cierta latitud al legislador para el establtimiento de los 
sistemas de amparo adecuados, inclusive a las distintas categorías o clases de 
minas, pues no se puede pretender, en la Constituci6n, consignar un sistema 
rígido de amparo” la. 

“No quisiera limitar al legislador en el establecimiento de formas de am- 
paro como el de actividad, porque puede haber explotaciones mineras en que 
la forma de amparo deba ser la producción mínima; puede haber otras en 
que. . . el sistema de amparo sea por actividad, y puede haber alguna en que 
por su escasa significacibn baste con que la actividad se traduzca en el pag, 
de una patente” 14. 

‘Za expresibn actividad.. . incluye tambien una variada gama de posibili- 
dades de sistemas de amparo; no está excluyendo eventualmente uo sistema 
de amparo por el pago de una patente, como tampoco está excluyendo el siste- 
ma de amparo por el trabajo* rs. 

Es indudable, a In luz de estas constancias, que el legislador no puede dese 

13 Jorge Ovam Qma, Comiai6n Constituyente, sesion 180, phg. 22. 
14 Evans Cumm, DE ti Comisión Constituyente, sesión 180, pbg. 23. 
1s Juan Luis Clssa Bw, Comisi6a Cmdituy-ente, sesih 180, p&g. 26. 
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char de plano un sistema de amparo basado en el trabajo (o con elementos 
de él) ni mucho menos desestimar las opiniones divergentes al sistema en ac- 
tual aplicación, sin antes desvirtuar el sentido del mandato constitucional que 
rige la materia 

ii) En segundo lugar, una interpretación estrictamente gramatical de la 
norma constitucional conduce, incluso, a la conclusión que el sistema de am- 
paro vigente contenido en la Ley Orgánica y en el código no se ajustan de 
rechamente al ordenamiento constitucional. 

En efecto, es necesario advertir que la Constituci6n, tras señalar que el 
sistema de amparo tenderá directa o indirectamente al cumplimiento de la obli- 
gación del concesionario, expresa a rengl6n seguido “. . . contemplará causales 
de caducidad o de simple extinción del dominio sobre la concesión”. 

Hemos dicho ya que “amparo” y “caducidad” no son más que caras de 
una misma medalla. Aquella significa la implementación de las condirziones 
que permiten al concesionario disfrutar de su concesibn, mientras que la última 
involucra la sanción en caso de incumplimiento de las mismas. 

Aun cuando la Constituci6n establece una diferencia entre la caducidad y 
simple extinción del dominio, estimamos que aquel concepto subsume a Bste, 
siendo, en definitiva, un concepto genMco de ‘desamparo”. 

Del texto de la norma se concluye que el pago de patente, la producción 
mfnima, la inversión minima, u otra cualquiera actividad, debe necesariamente 
imponerse por la ley conjuntamente con otra, ya que el hablarse de “causales 
de caducidad” (en plural) se está exigiendo, a contrario seusu, “obligaciones” 
(igualmente en plural) a cuyos efectivos cumplimientos esté supeditad,0 el 
amparo. 

En consecuencia, si bien la Constitución admite la posibilidad del amparo 
por patente, ésta no puede ser establecida por la ley como única forma de 
amparo, debiendo siempre acompañarse copulativamente con otra actividad, de 
cualquier naturaleza que sea 

Aun cuando la kxnisi6n Constituyente no se plante6 derechamente que el 
r@hn=en de amparo debfa estar constituido por mas de una actividad por parte 
del titular, asi se trasunta de todo el debate sostenido, en donde tcxlos y cada 
uno de los comisionados se refirieron a “obligaciones” o “condiciones”. 

Por otra parte, la comisión se refirió en concreto, en el debate relativo al 
amparo, a la doble distinción que existfa en el sistema de amparo vigente a esa 
fecha, esto es, distinguiendo entre caducidad ipso jure y a la declarada, según 
se tratara de la propiedad minera carbonffera (sistema de amparo por trabajo) 
o de la propiedad minera genérica (sistema de amparo por patente), ambas 
coexistentes en la legislación. Por lo anterior, si bien la Comisión Gmstituywne 
admitió el establecimiento del pago de patente como amparo de la propiedad 
minera, debe siempre tenerse en cuenta que tal sistema o cualquier otro, debe 
contemplar varias condiciones a la vez, o bien que deben hacerse distinciones 
entre disthrtas sustancias minerales, de tal manera que pudieran aplicarse varios 
sistemas de amparo, según la sustancia de que se trate. 

No debe olvidarse, asimismo, que tanto el proyecto de la comisión como 
el del Consejo de Estado ,señalaban que el legislador “pwlría” contemplar cau- 
sales de caducidad, siendo facultativo para 61 contemplar una, varias o nin- 
guna de ellas. Por el contrario, el texto definitivo modificó radicaLmente tal 
planteamiento, estableciendo que la ley las Ucontemplara”, de manera impera- 
tiva, siendo una exigencia de validez la inclusibn de mas de una causal y, con- 
secuentemente, de más de una condici6n resolutoria (amparo). 
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Siguiendo ese raciocinio, se concluyó en la sesión NQ 180 de la Comisión 
Constituyente que la idea de asimilar la exigencia de “actividad necesaria” al 
desarrollo de una actividad objetiva “por si soY, como sistema de amparo a 
la mina, debia ser excluida. porque en todo caso la obligacibn del minero seria 
desarrollar la actividad ‘necesatia”. Si bien es cierto tal asercibn fue hecha 
para rechazar expresamente el sistema de producción mínima de mineral como 
amparo único de la concesión, no deja por ello de tener aplicacibn a otras acti- 
vidades objetivas “por si solas”, tales como la patente. 

iii) El arklisis de la expresibn “actividad necesaria” utilizada por el le- 
gislador es igualmente ilustrativo para la solución del asunto, por estar inserta 
en una norma program&ica que orienta todo el sistema de la propiedad minera. 

Desde luego, es necesario acotar que dicha expre&n, como así tambi6n 
toda la norma que la contiene, se encuentra en una relaci6n directa con el 
sistema de amparo, en términos tales que “no podría haber otras obligaciones 
que no sean las provenientes del régimen de amparo establecidas en la Ley 
Orgánica Constitucional” l*. 

Lo cierto es que en la Cumisi6n Constituyente se dej6 constancia que al 
dueño de la propiedad minera le correspondía desarrollar una actividad nece- 
saria para satisfacer la función social del dominio, sin que ello implicara que 
dicha actividad sea necesariamente desarrollar su mina. 

Modific6 de esta manera la comisibn el rumbo ideológico que había tra- 
tado de imponerse en la reforma de 1971, de corte netamente socializante. En 
la redacción del proyecto se evita la utilización de tkminos imperativos o de 
aquellos que dawten exigencia de una actividad. 

“Es evidente que el anteproyecto cambia el sentido y la gravedad de la 
norma, ya que en 1971 se vinculaba abiertamente el otorgamiento y la caduci- 
dad de la concesi6n a una actividad minera determinada por la ley, es decir, 
al sistema de amparo por el trabajo”l7. 

Prueba de este cambio es la opinión del integrante de la Comisión Consti- 

tuyente Sr. Ovalle: “No le agrada tampoco seguir en la Ifnea que caracterizó 
a tcdo el proceso juridico chileno desde el año 1970 en adelante. . .” 1s. 

Lo anterior es reforzado con la inclusibn de los términos “directa o indirec- 
tamente” al tratar el r6gimen de amparo, dejando claro que con ello se de& 
gaba de la intencionalidad del constituyente de 1971. 

Al pasar el anteproyecto de la comisibn a la revisi6n por parte del Consejo 
de Estado, la nueva orientación ideológica se reforzb aún más. 

Sin embargo, es sabido que la Junta de Gobierno, al fijar el texto defini- 
tivo de la Constitución, desestimó tal planteamiento kleológico, al menos en 
esta materia. 

“La vertiente filosófica e ideológica de donde proceden estos cambios 
(-de los incisos referentes al dominio del Estado sobre las minas v a los de- 
rechos del particular como propietario-) se emparenta más ron’ los de la 
reforma de 1971 que con los proyectos presentados” 19. 

16 Comisionado Sr. Cwz.-COKE, Gxnkión Conjunta redactora del nuevo C6digo 
de tieria, sesión del 13 de julio de 1983, pag. 128. 

17 Jorge PRECBT Pmmo, ‘Naturaleza jusidkx del dominio del Estado sobre las 
minas y de la ccm&& minera en la Constituci6n de lQ&Y, Revista Chilena de Dere- 
cho, vc.L 10 NQ 3, a150 1983, p&g. 731. 

18 Jorge Ov- Q., Coralalón Consti~te, sesión 172, p&. 9. 
19 Jorge PRXCHT P., obra citada, p&g. 734. 
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En consecuencia, la intencionalidad del término “actividad necesaria” con- 
tenida en el art. 19 NP 24, inc. 79, de la Constitucibn del año 1970, no debe 
buscarse en las actas de la Comisión Constituyente respectiva sino, más bien, 
en los mismos antecedentes que tuvo presentes el constituyente de 1971 al es- 
tablecer que la ley “determinará . . la actividad que los concesionarios deber& 
desarro?lar en inter& de la colectividad para merecer amparo y  garantlas le- 
gales”. 

Esta intencimmlidad se ve claramente reflejada en el mensaje con que se 
inicia el proyecto de reforma constitucional: “Naturalmente, esta declaración 
acerca del dominio perfecto del Estado sobre las minas no impide la posibi- 
lidad de que el Estado conceda a los particulares derechos para explorar y  ex- 
plotar los yacimientos, pero la nueva ley que regule la forma de esas concesio- 
nes se trazarb en criterios distintos a los actuales, especialmente en cuanto se 
refiere a las condiciones para conservar la pertenencia minera y  merecer am- 
paro legal” A). 

El precepto constitucional transcrito tiene su origen, a su vez, en un 
proyecto presentado el año 1967, cuando se discutia la modificaci6n del dere- 
cho de propiedad para hacer posible la ley de reforma agraria. En dicho pro- 
yecto se proponía la modificación del sistema de amparo por patente por uno 
basado en la producción proporcional a la importancia del yacimiento. Sin 
embargo, debido a que la ubicación de los yacimientos es muy cara se prefirió 
emplear en el texto del proyecto la expresión “actividad en beneficio colectivo”, 
sin perder de vista la idea de producción. 

“Ese término apunta a esta última, pero es, wmo quien dice, un eufemis- 
mo, porque no se quiso emplear directamente esa palabra y  se prefirib hablar 
de una actividad ve, en definitiva, llevara a eso, como por ejemplo inversión, 
inversión por hectárea, número de trabajadores que se tenga u otro sistema de 
esa Indo18 a. 

Todos los hechos señalados apuntan a que si bien es cierto la Constitución 
vigente contiene normas programkicas que iluminan todas sus disposiciones 
con una concepción ideológicweconómica determinada, en materia minera pre- 
senta una gran y  clara excepción. Las normas que la abordan responden a otra 
orientaci6n doctrinal y, se quiera o no, el int+rete debe recurrir a ella para 
determinar el correcto sentido y  alcance del texto: “Un politice puede lamentar 
o aplaudir estas disposiciones; un ideólogo puede descalificarlas, ensalzarlas o 
esconderlas, pero un jurista debe interpretarlas, insertándolas armbnicamente en 
el conjunto* =. 

En consecuencia, al establecer la Constitucibn que la concesión minera 
obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interk 
públin, que justifica su otorgamiento hiio suya en igual forma la intención del 
constituyenk de 1971, indicando sutil, pero inequivooamente, que el régimen 
de amparo más apropiado debia tender directamente (por explotación efectiva) 
al cumplimiento de esa obligaci6n. 

iv) No debe olvidarse, por otra parte, que los proyectos de la Comisi6n 
Constituyente y  del Consejo de Estado consagraban el dominio eminente del 

30 Mensaje del Ejecutivo en proyecto de reforma constitucional que mdifioa el 
u-t. 10 N* 10 de la conStihxi6n Política del año 1925, Diado de Sesiones del Senado, 
sesiones exhaordinailias 1970-71, VA. 1, anexo, p&. 788. 

21 Carlos Rmz B., Comisibn Constituyente, sesk5n 180, pAg. 23. 
22 Jorge PIWXT P., obra citada, p8g. ‘738. 
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Estado sobre la propiedad minera, y que con el texto definitivo modificó dia- 
metralmente dicha intención, estableciendo derechamente el dominio patrimo- 
nial del Estado. 

La anterior es de vital importancia para la interpretación lógica y siste- 
mkica de la norma constituckmal relativa al amparo, toda vez que, como es 
sabido, los sistemas de amparo están íntimamente ligados al sistema de propie- 
dad minera. 

La clasificación de la tendencia que una legislación minera tenga en un 
momento determinado “depende& de si el sistema adoptado por ésta es el re- 
galista, o el de libertad de minas u otro, resultando asi en cierto modo secun- 
daria el atender a su sistema de amparo” a. 

EstablecSndose por parte del legislador un dominio eminente del Estado 
sobre las minas, los particulares pasan a ser, otorgada la concesión, dueños del 
yacimiento y, por lo tanto, la intervención que pueda tener aquél en la fiscali- 
zación del cumplimiento del interés público se ve seriamente disminuida. 

Tanto es así que en el anteproyecto de la comisión (que estable& un do- 
minio eminente) era facultativo para el legislador establecer causales de cadu- 
cidad y de simple extinción del dominio. ‘Ello es perfectamente lógico porque 
el explotador es un propietario y no necesariamente el no cumplimiento de una 
de esas obligaciones, que derivan de hacer compatible el ejercicio de la propie- 
dad con la función social, debe traer consigo una caducidad o simple extincibn 
del dominio” %. 

En un sistema de dominio eminente es más consecuente expropiar el ya- 
cimiento no explotado que esperar la caducidad de la concesión. 

El interb público en este sistema se salvaguardaria a través de la expro- 
piacibn, pues de lo contrario la seguridad jnrídica del minero se verfa seria- 
mente disminuida. El inter& público sería, ademAs, una causal de expropiac%n 
general: “No me cabe la menor duda de que el concepto de “inter6s nacional” 
debe entenderse involucrado entre las causales de expropiación”“. 

El sistema de pago de patente, en consecuencia, se aviene y subsiste en 
mejor medida dentro de un sistema de dominio eminente, ya que al conferir el 
Estado la propiedad sobre las minas a los particular~, se produce un virtual 
desasimiento, no siendo congruente que acto seguido pasara el mismo Estado 
a fiscalizar o inmiscuirse directamente en el cumplimiento de las obligaciones 
de explotaci6n del titular en iünci6n del interés público. 

Por el contrario, en un sistema de dominio patrimonial del Estado sobre 
las minas los concesionarios es& obligados a explotar efectivamente la mina, ya 
que ellos 40 se hacen dueños de los productos que de ella exkaigan, y en la 
medida que éstos no existan, el amparo de la cuncesibn carecer8 de objeto. 

Siendo ei Estado el dueño de las minas, la fiscalización de los procesos de 
explotación en la que los particulares intervengan debe ser mucho mayor, ya 
que este debe velar por el cumplimiento efectivo de la actividad necesaria 
que satisface el interés público depositado en la conce&n. 

Un sistema de amparo de la propiedad minera fundado en el trabajo efec- 
tivo de los yacimientos parece concordar, con mayor precisión, con un sistema 
de dominio patrimonial. 

z Armando URIBE H., “Manual de Derecho de Mineria”, edición 1968, phg. 280. 
24 Jorge PSSXIT P., obra citada, p&. 731. 
=J-G& E., Comisión Gonstitnyente, 5596~ 170, pág. ll. 
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v) Por último, no debe desestimarse el hecho de que una de las acepciones 
del t&mino “actividad” que fue considerada por la Comisión Constituyente co 
mo la mas adecuada para los fines perseguidos es aquella que la define como 
“conjunto de operaciones o tareas propias de una persona o entidad”. 

Es obvio que tal comisión, consciente de que ‘la actividad del minero es de 
sarrollar su mina”aa, quiso dar mayor latitud al 1egisWor para establecer el 
sistema de amparo que estime adecuado, tratando de conciliar tal expresibn 
con el espíritu del régimen de propiedad establecido. 

Sin embargo, una vez establecido definitivamente el régimen de dominio 
patrimonial, la acepta&% del tkrmino “actividad” transcrita recobra con toda 
su intensidad su verdadero significado. 

9. Una va analizados los antecedentes de derecho que sirven de fun- 
damento a la crkica del sistema de amparo vigente, corresponde desarrollar 
una breve explicación sobre los reparos conceptuales que se observan en el 
IDiSmO. 

Es necesario dejar presente que con ello no se pretende desconocer o de- 
sestimar los importantes logros que el sistema de amparo vigente ha obtenido, 
como asi tampoco propugnar una concepción ideológica probadamente fraca- 
sada. 

Es M hecho claro que el bien jurídico “seguridad del concesionario” se 
ha visto fortalecido de una manera significativa, lo que ha originado, a contrario 
sensu, el descuido de la intervención estatal en el firea. 

Nuestra Constitución, como se ha dicho, contiene una orientacibn econbmi- 
ca definida, un “orden público económico”, que en nuestro concepto corres- 
ponde a la de un sistema de economía social de mercado. En concordancia 
con esto se puede decir que este nuevo orden públicc económico combina y  
armoniza los intereses económicos individuales con los globales. 

Sin embargo, en las disposiciones relativas a la propiedad minera en gene- 
ral nuestra Constitución ha establecido una orientación doctrinal diferente, 
excepcional en relación a las demás normas, y  que un autor califica de “nacio- 
nalista”, pero que m6.s corresponde a la concepcibn socialista. 

Es en este sentido que debe& estimarse las normas constitucionales que 
sobre la propiedad minera contempla nuestra actual Constitución, sin pretender 
“acomodar” su alcance y  significación a otros fines, y  sin por ello caer en una 
apología reivindicacionista de ideología alguna. 

Por ello sostenemos, sin temor a equivocarnos, que la Ley Orgánica Consti- 
tucional se apartó de la verdadera intencibn del constituyente, en un afán por 
extremar el sistema económico consagrado por Pste. Las normas constituciona- 
les sobre propiedad minera han sido “olvidadas o minimizadas como allegados 
indeseables”m, sm reparar que no son mas que fa consagración del sistema 
económico erigIdo. 

Erdsten numerosos argumentos que desmienten los supuestos fundamentos 
del sistema de amparo vigente, expuestos en el capítulo Il de este tiabajo, y  
que puntualmente se pueden agrupar de la manera siguiente: 

~6 Juan Luis Oasa B., Ckaisi6n Constituyente, sesión 180, p6g. 25. 
n Jorge Pmmrr P., ‘Dominio del Estado mbre ks minas y  coxesián minera: 

Adlisis wmparati de bs diversos proyectos y  del texto de b Constituci6n de 
IW, mthlo sin clasifican; pág. 14. 
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i) En primer lugar, es necesario decir que la descalificación hecha al sk- 
tema de amparo por et trabajo, efectuada a raíz de una interpretaoibn histórica 
de la legislacibn, es errónea y  parte de premisas fahas. 

Efectivamente, el sistema colonial del “pueble y  dmpueble” produjo in- 
certidumbre e inseguridad en el area minera, lo que hizo aconsejable .sn modi- 
ficaci6n. 

Sin embargo, es preciso decir que el sistema adoptado en su reemplazo no 
fue siempre igual al que hoy existe. 

El Código de Minería de 1930 como así tambikn el de 1932 establecieron 
un sistema en que coexistían un amparo basado en la patente (propiedad mi- 
nera común) y  otro basado en el trabajo (propiedad carbonífera). 

Por otra parte, es importante destacar que la idea del amparo por el tra- 
bajo nunca estuvo completamente olvidada 
año 1911 fue presentado un proyecto de 

!Jo $~M”.ei$+&y$d~ 

Alejandro Lira, el que, en su art. 156, señalaba que ‘la pertenencia debe ser 
amparada, ya mediante el trabajo, ya mediante el pago de una patente”. 

Por último, ya vimos que tanto el proyecto de reforma del año 1967 como 
así tambien la reforma constitucional de 1971 estaban inspirados, en lo que a 
sistemas de amparo se refiere, en la necesidad de que los yacimientos mineros 
se explotaran efectivamente. 

ii) En segundo lugar, la afirmacion de que el sistema de amparo por el 
trabajo acarrea el establecimiento de condiciones subjetivas, efectuada en el 
informe t&enico de la Ley Orgánica, no es necesariamente cierta ni indubitable. 

En efecto, si bien es cierto que los requisitos de amparo basados en el 
trabajo conllevan la existencia de un órgano que aprecie sn cumplimiento o in- 
cumplimiento, no es menos cierto que lo mismo ocurre en un sistema basado 
en la patente. El pago de ella debe hacerse ante un organismo público, quien 
califica sn integridad y  oportxmidad. Asimismo, el procedimiento para declarar 
la caducidad o simple extinción se ‘heva ante otro órgano, quien es el ímico 
facultado para ello. 

Las exigencias tradicionales de amparo por trabajo no tienen la subjetividad 
que comúmnente se les atribuye si se aplican racionalmente. 

Asi, en un sistema de amparo basado en la produccion mínima, tan resis- 
tido en la Comisión Constituyente “porque puede dar lugar a arbitrariedades 
insalvables” m, basta con aplicar este requisito de amparo so10 a las concesiones 
de explotación, dejando subsistente el sistema de amparo por patente a las con- 
cesiones de exploraci6n. De este modo, se daría plena aplicación a todas las 
instituciones creadas por la Ley Orgánica y  el código, y  permitiría que los con- 
cesionarios hicieran las investigaciones y  cubicaciones que sean necesarias para 
determinar si el mineral es o no explotable de una manera rentable, y  cual 
puede ser una produccibn mfnima del mineral, antes de proceder a solicitar la 
concesi6n de explotacion efectiva de acuerdo con la producción mfnima estima- 
da. Nada obsta para que sean los propios Tribunales Ordinarios de Justicia qnie- 
nes determinen 10 anterior, como tampoco a que tengan la facultad de reducir 
dicha exigencia mínima en caso de que la legislaci6n no contemplara un sistema 
alternativo de amparo. 

za J-ge OYALIZ Q~FKZ, actas ofkiaks de la Comisión Constituyente, sesión 
180, pág. 24. 
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Por otra parte, el sistema de inversi6n mínima fue incluso defendido en 
la propia Comisión Constituyente: “La subcomisi6n estaba consciente de Ia di- 
ficultad que significa la circunstancia a que se refería el señor Lira (-condicio- 
nes poco objetivas del régimen de amparo por trabap), que cuando se habló 
de la posibilidad de un regimen de amparo que significara una cierta inversión 
-por ejemplo, una unidad tributaria por cada hectárea concedida- se pensb en 
un sistema parecido al de la declaracibn de renta: una persona al hacer la de- 
claración presentaría comprobantes de inversión por una determinada extensión 
de hect&reas y, entonces, el funcionario declararía amparada la propiedad para 
los doce meses siguientes. Como se habia invertido en los doces meses pasados 
el mínimo que la ley señala se declararía amparado el dominio para los doce 
meses venideros, lo que tiene la ventaja de que el amparo no ~610 tiene efectos 
hacia el pasado, sino tambien hacia el futuro”“. 

Por último, es preciso señalar que aun el sistema de amparo basado en el 
mantenimiento de un mínimo de trabajadores podría ser aplicable con pleno 
éxito en la actwdidad, contribuyendo de manera más directa a satisfacer el 
interés público que existe en la explotac& de las minas. 

En efecto, no se trata ya de mantener un mfnimo de “cuatro operarios ra- 
yados”, como ordenaban las Ordenanzas de Nueva España, sino de pagar y  
mantener al día las imposiciones previsionales de un número determinado de 
trabajadores, con lo cual el cumplimiento de la funci6n social se hace más 
que evidente. 

De más está decir, por último, que si existe una condicion de amparo cuya 
subjetividad sea manifiesta, esa es precisamente la patente. dCómo saber si el 
monto fijado por patente tiende directa o indirectamente al cumplimiento de la 
obligación de desarrollar y  explotar la mina? 

“No resulta fácil afirmar si el monto de la patente consagrado en el pro- 
yecto es suficiente para cumplir con el mandato constitucional, pues se trata 
de un juicio de carkter subjetivo, dificil de ponderar” 50. 

iii) En cuanto a si el sistema de amparo por el trabajo es o no eficaz para 
satisfacer el interés público, es imperioso precisar ciertos conceptos. 

Es efectivo que un sistema como de “pueble” o “despueble” acarrea un 
grado de incertidumbre e inestabilidad que hace desincentivar al minero e in- 
versionista para producir, con el consecuente perjuicio para la nación toda. Sin 
embargo, tal aplicación del principio de explotación efectiva está hoy franca- 
mente superada. 

No debo ohidarse que los requisitos de amparo y  caducidad deben estar, 
por mandato constitucion~ establecidos al momento de otorgarse la concesión, 
por lo que el interesado en constituir una de ellas sabrá en todo caso cu&s son 
las exigencias que se le imponen, lo que determina en definitiva la seguridad 
necesaria para el minero, siempre que las condiciones impuestas no sean de 
suyo indeterminables. 

Por lo demás, es necesario advertir que la expresión “fun&n social” está 
Miman-rente ligada a la expresión “inter& público” que utiliza el constituyente, 
en términos qne pueden estimarse como equivalentes. 

28 car10s Rmz Bo URGEOIS, actas oficiales de la comisión ckutttiyente, sesión 
181, pág. 7. 

sa Samuel LIRA OVALLE, Actas de Comisi6n Conjunta redactora del nuevo código 
de Mineda, sesi& del día 13 de jobo de 1983, pág. 116. 



Como es sabido, la primera de ellas fue utilizada en los proyectos constitu- 
cionales elaborados por la Comisión Constituyente y  por el Consejo de Estado, 
siendo reemplazada por el segundo en el seno de la unta de Gobierno. Las 
causas de esta modificaci6n w se conocen, sin embargo, lo cual puede decirse 
que más bien corresponden a una razon antes nominal que efectiva. Ambas ex- 
presiones apuntan en un mismo sentido: el interés global de la colectividad. 

En los antecedentes conocidos del establecimiento de la ley (actas de la 
Comisión Constituyente) aparece constantemente la idea de que la explotac& 
efectiva de los minerales es lo único que satisface este interes de la colectividad. 

Así lo estiman, entre otros, el comisionado Lira (“el dominio está sujeto a 
una serie de obligaciones.. . que están precisamente encaminadas a promover 
el cumplimiento de la función swial” al) ; e comisionado Sr. Evans (“nada se sa- 1 
ca con quedarse por siglos con una riqueza en Chile que nadie va a explo- 
tar” a); el comisionado Sr. Ovalle (“descubierta la mina y  otorgadas las necesa- 
rias garantias, (se debe) buscar, a su vez, las garantías que la comunidad debe 
adoptar para que la mina. . . produzca los bienes, los frutos, las rentas, los 
beneficios, que la comunidad debe esperar . . .‘“s); el asesor Sr. Ossa (“la so 
ciedad que represento (SONAMI) no solo concuerda con dicha funci6n social 
de la propiedad minera, sino que aplaude que ella se establezca en la Consti- 
tución” 8’); el comisionado Sr. Diez (“una persona no puede descubrir una mina, 
quedarse sentado en el descubrimiento, decir “esto es mio”, y  no trabajarla 
“por skcula” ” 36 ); el comisionado Sr. Ruiz (“es evidente que el texto de la Cons- 
titución, si se aprueba este, deberla apuntar a la idea de produccion” aa). 

Es obvio, a la luz de estos antecedentes, que el sistema de amparo por el 
trabajo a reconocido como el más apropiado para cumplir con el interés pú- 
blico de la colectividad, de tal suerte que la imputación contraria efectuada 
en el informe tkcnico de la Ley Orgánica se manifiesta sin asidero alguno. 

La posible consecuencia ue acarrearla este sistema, en orden a obligar a 
desarrollar actividades de exp otacrón en circunstancias económicas desfavora- 9 
bies, se obviarla contemplando un sistema de substitucion temporal de las 
condiciones de amparo, similar al contemplado en el Cbdigo de Minerfa de 1874. 
Asi se manifestó, a mayor abundamiento, en la Comisión Constituyente: “Me 
parece, por otra parte, que es evidente que la ley tendra que considerar excep 
ciones, y  al efecto recuerdo que ya el Cbdigo de 1874 consagraba como siste- 
ma de amparo al trabajo, pero hacía una serie de excepciones, y  podria reempla- 
zarse esa actividad (necesaria) por el pago de una patente. .“a7. 

La idea de fondo del sistema de amparo por trabajo es el exigir el desarro. 
llo de la actividad necesaria cuando &ta sea posible, y  el concesionario no la 
realice sin causa justificada. ‘Entiendo que esta proteccibn mediante el trabajo 
debe estar concebida de tal manera que solo se estime no amparada la mina 
cuando ella no se trabaje y  sea económicamente rentable su trabajo” as. 

ai Comisi6n Constituyente, sesión 171, pág. 9. 
Z-Z Ibidem, pág. 16. 
8~ Ibidem, pág. 19. 
34 colni.si6n constituyente, sesh5n 173, pág. 7. 
3-5 Chalsi& Coostituyente, sesi& 180, pLg. 10. 
86 Comisión Constituyente, sesión 175, p8g. 7. 
37 Carlos RUIZ Booncm~~, Chmisión Constituyente, sesión 180, p8g. 23. 
38 Jorge Ov- Quma, Comisión Chstituyente, sesión 175, pág. 14. 
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De esta forma, el r&imen de amparo por el trabajo se adaptaría, sin 
necesidad de modificación legislativa, a las numerosas variables que afectan la 
explotacibn de los yacimientos mineros. 

En el otro sentido, cabe preguntarse si el sistema de amparo por la patente 
cumple o no con el inter& público, atendida su flexibilidad para no obligar a 
desarrollar acttvidades de explotación en circunstancias económicas desfavo- 
rables. 

Es preciso recordar que para que la patente obligue a desarrollar la ac- 
tividad necesaria debe ser de un monto significativo, ya que, como se dijo en 
la comisión redactora del código a propósito del monto de la patente, “hay 
dos maneras de transgredir la Constitución: no establecer régimen de amparo 
o establecer uno de tal manera insuficiente que sea en esencia ~610 una apa- 
riencia de régimen de amparo”m. 

Siendo, o al menos debiendo ser, el monto de la patente inductiva del 
trabajo efectivo de las minas, puede suceder que la explotacibn de la mina se 
vuelva poco rentable, antieconómica (por broceo, por baja en los precios inter- 
nacionales, por inundación, por derrumbe, etc.), y  en tal caso, ¿la legislación 

actual contempla un sistema alternativo de amparo, para no obligar a producir 
en condiciones desfavorables? 

La respuesta a esta interrogante es conocidamente negativa, por lo que el 
argumento planteado en el informe técnico analizado se vuelve en contra de 
quienes lo formularon. 

A pesar de que el informe técnico dice que la patente es una herramienta 
del Estado para cumplir su rol de resguardo del inter6s nacional, su *poca flexi- 
bilidad para acomodarse a la aleatoriedad de la actividad minera, según su pro- 
pia definición, la hace insuficiente para alcanzar tal objetivo. 

Si el monto de la patente s610 puede cambiarse por ley común, dependien- 
do de las circunstancias, lo mismo puede hacerse con un sistema que establezca 
condiciones de amparo basadas en el trabajo efectivo. Sin embargo, Bste pue- 
de contener mecanismos alternativos sin necesidad de modificación legislativa, 
aumentando de esta forma su capacidad para satisfacer el interés público. 

iv) En el mismo orden de ideas, puede sostenerse que la “discrecionab- 
dad consustancial atribuida por el informe técnico de la Ley Orgánica al siste- 

ma de amparo por tibajo es injustificada y  sin asidero alguno. 
Hemos visto ya que con una racional aplicación de las condiciones de 

amparo basadas en el trabajo esta discrecionalidad puede ser excluida en el 
mismo grado que lo hace el sistema de amparo por patente. 

En efecto, es un hecho conocido que la discrecionalidad no es un elemento 
por entero ajeno al sistema de amparo por patente, tal como lo demuestra el 
art. 54 del reglamento del Código de Mine& el cual encomienda a SERNA- 
GEOMIN la determinación del monto de las patentes, según estime si una 
pertenencia contiene sustancias metáücas 0 no metticas. 

La calificadón funcionaria que implica tal hecho fue reconocida incluso 
en la propia comisibn redactora del nuevo código: “El Sr. Ossa advierte que, 
si bien existe una calificacibn funcionruia, ella no reviste la gravedad que 
tendria si fuera de carácter general. . .” *. 

38 comisionado 84. ARmEnA, actas comisi6n c2nqmta ~E&CMX del nuevo C& 
digo de Mineria, sesi6n del dla 13 de julio de 1983, phg. 114. 

40 Actas de GxnMón Conjunte redactora del nuevo Código de Mineria, sesión del 
dia 13 de julio de 1963, p&. 134. 
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De llegar a establecerse condiciones de amparo por trabajo es claro que, 
al igual que -e con el sistema actual, no puede ser la autoridad administra- 
tiva el único órgano que señak el incumplimiento de estas condiciones. Esto, 
por lo demás, quedó expresamente señalado en las actas de la Comisi6n Cons- 
tituyente: “ . . . De modo que, en este caso particular (propiedad minera), es- 
tos derechos tienen la misma garantfa que todas las propiedades, las cuales sí 
pueden ser limitadas, pero por la ley, ya que no pueden serlo por la autoridad 
administrativa, ni por la via del reglamento, ni mucho menos por la del deme- 
to” 41 

v) La legislación comparada, contrariamente a la que se pretende, pre- 
senta una clara tendencia en orden a otorgar al Estado una mayor y  más des- 
tacada participación en el ama minera 

Esto se observa tanto en el orden legislativo interno de los palses como 
así también en el Lrea del derecho internacional. 

Se explica lo anterior en la medida que las concepciones doctrinales que 
han pretendido otorgar primacia a los derechos particulares por sobre los co- 
lectivos en el Lrea específicamente minera se han mostrado en la práctica como 
insuficientes para contribuir a sacar del subdesarrollo a los países que, teniendo 
remrrsos naturales en cantidad suficiente, no han podido lograr tal objetivo. 

Asi lo han entendido la mayor parte de los autores: “Las enormes proyec- 
ciones que la riqueza minera tiene en la economfa de un país obligan al legis 
lador a imponer condiciones a la vigencia del dominio, pues no es aceptable 
que una riqueza de esta trascendencia perdure en poder de una persona que 
no tiene espiritu de empresa, ni medios para transformarla en fuente de pro- 
ducción” a. “No se puede desconocer que los recursos naturales con que una 
nacion cuenta, y  su administración, condicionan claramente su futuro, espe- 
cialmente tratándose de paises subdesarrollados como el nuestro, de forma tal 
que reconocer la propiedad privada sobre la riqueza minera a los particulares 
es entregar en manos de estos una herramienta de inmenso valor que pcdría 
utilizarse en desmedro de los intereses generales de la sociedad”*. 

Teniendo presentes los antecedentes señalados, la Asamblea General de las 
Naciones Unidas aprob6, ya en el año 1902, la resolución 1803, que declaro, 
entre ohas cosas, que el titular del derecho a la soberania permanente sobre 
las riquezas y  recursos naturales son los pueblos y  las naciones, que la admi- 
nistración de dichos recursos la hacen los pueblos libremente, atendiendo a sus 
genuinos intereses y  necesidades, y  que la violación de este precepto es contraria 
al espiritu y  a los principios de la cooperación internacional y  la preservación 
de la paz 

Tal declaración no quiere significar que los yacimientos mineros deban 
ser de propiedad exclusiva del Estado, como tampoco que bte deba intervenir 
directamente en su explotación, pero si nos esta indicando inequfvocamente que 
en los recursos naturales está depositado un interes colectivo, que no es posible 
soslayar ni desconocer, y  a arya satisfatibn debe tender el Estado. Concuerda 
este planteamiento con la doctrina que sobre el punto sostiene la Iglesia Cató- 

41 Pedro Jesús Ro~atomrr Gow.Lnrz, actas oficiales de la Comisión Constituyente, 
sesion 171, pág. 18. 

* A!rmando Urtmn H., Manual de Derecho de Mineria, Editorial Juddica, 1968, 
pág. 280. 

49 Jose Miguel Vrv~co, -Propiedad y  coaceslbn en la legislacibn minera”, ar- 
ticulo sin cl&ficadbn, pág. 1eo. 
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Ika: “Mas el haber dado Dios la tierra a todo linaje humano, para que use de 
ella y  la disfmte, no se opone en manera alguna a la existencia de propiedades 
privadas. Porque decir que Dios ha dado la tierra en común a todo linaje hu- 
mano no es decir que todos los hombres indistintamente sean señores de toda 
ella, sino que señal6 Dios a ninguno en particular la parte que habia de poseer, 
dejando a la actividad de los hombres y  a legislación de cada pueblo la delimi- 
tación de la propiedad privada”*. 

Todo esto influye, oorno se dijo, tanto en la determinación del r6gimen de 
propiedad minera que adopten los países como asi también la determinación 
de los regímenes de amparo que han de regir en las legislaciones respectivas. 

La mayor satisfacción del interés público en esta última materia se tra- 
duce en la adopción e instauración de condiciones basadas en el trabajo efec- 
tivo de los yacimientos, a cnyo cumplimiento esté supeditada la conservación 
de los derechos de los particulares sobre el yacimiento. 

En Latinoam&ica, v. gr., la legislaci6n peruana contempla un sistema de 
amparo basado en una inversión mfnima obligatoria que comienza a computarse 
a partir del segundo año de otorgada la concesi6n de explotación (art. 81 Or- 
denanza General de Minas de Perú). 

Sin entrar a calificar el 6xito 0 el fracaso que pueda tener un sistema seme- 
jante, es necesario hacer presente que la supuesta corroboración que otorgarfa 
la legislación internacional al sistema adoptado en nuestro pafs no es tal y  que, 
por el contrario, la tendencia que se impone es la de instaurar sistemas en que la 
explotación efectiva de los minerales sea exigida en forma más directa. 

vi) Por último es conveniente aclarar que la controversia surgida en tor- 
no a la insuficiencia del sistema de pago de patente como mecanismo para sa- 
tisfacer el interés público que justifica el otorgamiento de la concesión no es 
algo que obedezca necesariamente a una confrontación de tendencias politico- 
ideol6gicas, como así tampoco a digresiones academicistas. 

De hecho, al discutirse la redacción del nuevo Código de Minería aun in- 
tegrantes de la comisión encargada de ello plantearon derechamente que la 
patente podfa ser insuficiente para cumplir la finalidad encomendada por la 
Constituci6n: “El Ahnimnte Montagno (Presidente) subraya que la Cuarta Co- 
misión plsnte6 que el monto de la patente seria insuficiente para cumplir el 
mandato constitucional y  para incentivar el desarrollo de la actividad necesaria 
para satisfacer el interés público que justific6 su otorgamiento, pues podría su- 
ceder que grandes empresas constituyeran pertenencias mineras sin importarles 
gastar cierta cantidad de dinero con tal de no explotarlas”~. 

Es más, el propio General Director de Carabineros, miembro de la Junta 
de Gobierno y  Presidente de la Tercera Comisión Legislativa, General César 
Mendoza Duran, planteó, en oficio dirigido al Secretario de Legislación de la 
Junta de Gobierno con fecha 7 de julio de 1983, que “pese a los incentivos al 
trabajo efectivo que ya están incorporados a la legislación vigente, ello no 
siempre se ha obtenido cabalmente, lo que hace pensar en la necesidad de 
profundizar el an8lisis del tema”. 

Se concuerda de este modo con las observaciones que autores de tenden- 
cias políticas opositoras al gobierno han hecho al sistema: “Los pagos de pa- 
tentes representan un monto muy pequerio para empresas grandes (apenas 

M Ehciclica ‘lkmm Nommn”, S. P. LAN XIII, Nv 12. 
46 Actas de Comisión Conjunta redactora del nuevo código de Mfnerfa, sesibn 

del día 13 de jubo de 1933, pág. 114. 
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unos 17.000 dólares por 5.OCG hect&-eas obtenidas en concesi6n)“. “El gobierno 
pcdria triplicar o quintuplicar el monto de esos gravámenes, sin que esta medida 
se tmnsfoxmara en un estímulo poderoso para que tales empresas se decidieran 
a explotar los yacimientos que poseen, ya que el costo de la patente seguiria 
siendo poco significativo para ellas. Sin embargo, como los pequeños y me- 
dianos mineros deben pagar proporcionalmente lo mismo que los grandes, esos 
aumentos necesarios para conseguir que Bstos se decidan a producir llevarian a 
la ruina a los pequeños” MI. 

Como se ve, existe coincidencia en la apreciación de las posibles consecuen- 
cias del sistema de amparo vigente, de tal forma que no debe entenderse que 
las críticas que a éste se formulen en su mayoría vayan revestidas de ideologiza- 
ción o tendencia alguna. 

10. Se ha visto que el texto definitivo de la Constitución en materia de 
propiedad minera no conforma un todo coherente. Sus dikposiciones son contra- 
dictorias, producto de no tener todas ellas el mismo fimdamento doctrinal. 

Ello no debe ser óbice a la labor del intkrprete, quien debe armonizar las 
normas que presentan tales características, desentrañando el verdadero querer 
del wnstituyente. 

Es así como un primer an8lisis de las normas constitucionales lleva a estimar 
que, en cuanto al Agimen de amparo de las pertenencias se refiere, el constitu- 
yente permite la adopción de cualesquiera de los sistemas conocidos. Sería 
legitimo, al parecer, el establecimiento tanto de un sistema basado en el trabajo 
como otro basado en el pago de una patente. 

Sin embargo, es sabido que la norma programática que ilumina los demás 
preceptos en esta materia apunta derechamente a la idea de explotación efec- 
tiva de los yacimientos. Por otra parte, se concluyó en este trabajo que cual- 
quiera que fuera el sistema adoptado en definitiva por el legislador 6ste debía 
contemplar la existencia de más de una condición de amparo, no pudiendo esta- 
blecerse lo contrario, sin antes apartarse del mandato constitucional. 

Con mtito a estos antecedentes, nos atrevernos a sostener las siguientes 
ccmchiones: 

i) El sistema de amparo establecido en la Ley Orgánica Constitucional 
sobre concesiones mineras y en el Código de Minería es inconstitucional, por no 
ajustarse a los requisitos mínimos establecidos para ello. 

ii) Dei espectro de posibilidades IegislativaF está virtualmente excluida la 
instauración de un sistema de amparo en el que se contemple una condicibn 
singular, única, a cuyo solo cumplimiento esté supeditada la conservación de la 
concesi6n. 

iii) El sistema de amparo por patente no tiende, por sf solo, ni aun en 
forma indirecta, al cumplimiento de la obligación del titular de la coucesibn. 

iv) LOS ímicos sistenias de amparo que la Constituci6n permite adoptar 
al legislador son el por trabajo (o sus variantes) y el denominado mixto. 

11. Sobre la base de taks conclusiones nos mostramos abjertamente par- 
tidarios de la instauración legislativa de un sistema verdaderamente mixto, en 
el cual se tienda en una forma más directa al cumplimiento de las obligaciones 
constitucionales del titular de concesi6n minera. 

a Ernesto TIRONI, citado por JDSB Miguel VIVANCO, ha cita& pág. 175. 
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Creemos factible la idea propuesta por la Cuarta Comisión L@atia al 
discutirse la redacción del nuevo código de Mineria, consistente en la posibili- 
dad de adoptar un sistema de patente progresiva. 

Según propia explicación de la Cuarta Comisibn L+slativa, el sistema con- 
siste en que si en el plazo determinado no se han cumplido las cond&nes de 
explotación (pudiendo ser el pago y mantención de imposiciones previsionales), 
debería el titular de la concesión cancelar una patente diferenciada, la que ten- 
dria un valor miis alto, con el objeto de inducir a explotar y que la propiedad 
minera cumpla la funci6n social que la Ckmstituci6n establece. 

Las wucesiones mineras estarhn amparadas por el pago de una patente, la 
cual se incremenkuia en la medida que se desarrollaran actividades mineras de 
explotación. 

Se consideraria cumplida la exigencia de laboreo con el pago y manten- 
ción de un número variable de imposiciones previsionales de trabajadores, 
según se trata de pequeña, mediana o gran mine& existiendo una presunción 
a favor de las nuevas concesiones, las que se reputarian como de pequeña mi- 
nería para todos los efectos legales. 

La patente se deduciria, al igual que en el sistema actual, del impuesto a 
la renta que el titular de la concesi6n deba pagar como producto de la activi- 
dad desarrollada. 

Se puede establecer un periodo de no explotación, para los efectos de apli- 
car las patentes diferenciadas. 

@ualmente, di& sistema se aplica& por “dueño”, entendiendo por tal 
“al titular de un determinado número de pertenencias mineras, concedidas en 
una misma sentencia judicial y desde la fecha del primer pago de patente”4’. 
El titular acredita& el cumplimiento de su obligación ante el organismo encarga- 
do, que pueden ser incluso los Tribunales Ordinarios de Justicia. 

Se cumpliría de este modo tanto con el verdadero espiritu del constituyente 
como con el tenor literal de la Constitución, pues se aplicarfa de este modo un 
sistema mixto, en el cual se combinarian elementos propios de cada uno de los 
sistemas de amparo conocidos. 

Por supuesto, esto no es nAs que una de las variadas hipótesis que pueden 
darse al respecto, sobre la base de las limitaciones enunciadas. 

Le cabe al legislador evaluar y ponderar las ventajas y desventajas que 
conllevan los diversos sistemas permitidos, teniendo siempre presentes ‘las con- 
clusiones que emanan del análisis cuidadoso de las normas constitucionales. 

4’ Actas de la Chnisión hjunta redactora del nuevo código de Minería. sesión 
del día 13 de julio de 1083, pbg. 170. 


